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(Sin corregir) 


Señor Representante Carlos Enciso Christiansen. 


Señores Representantes Alberto Casas, Richard Charamelo, Rodrigo Goñi Romero, 
Gustavo Guarino, Carlos Maseda, Aníbal Pereyra, Hermes Toledo Antúnez y Homero 
Viera. 


Señores Representantes Fernando Longo Fonsalías y Guido Machado. 


Por la Asociación de Escribanos del Uruguay, escribanos Sara Castro Esteves, Presidenta; 
Lydia López y María del Huerto Aunchayna Oliver. 


Por el Colegio de Abogados del Uruguay, doctora Griselda Volonterio, Presidente. 


Por la Asociación Rural del Uruguay, doctores Juan García Requena, Vicepresidente y 
doctor Juan Pedro Irureta Goyena, asesor letrado. 


Por la Federación Rural, Hugo Echenagusia, Presidente. 


Por la Asociacion Nacional de Productores de Leche, contador Héctor Melgar, Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Enciso Christiansen).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca tiene mucho gusto en recibir a la Presidenta de la Asociación 
de Escribanos del Uruguay, escribana Sara Castro Esteves, a las escribanas Lydia López Sosa y María del 
Huerto Aunchayna Oliver, y al escribano Pablo Adrián López de dicha Asociación; al Gerente de la 
Asociación Nacional de Productores de Leche, contador Héctor Melgar; al Primer Vicepresidente de la 
Asociación Rural del Uruguay, doctor Juan García Requena, y al doctor Juan Pedro Irureta Goyena; a la 
Presidenta del Colegio de Abogados del Uruguay, doctora Griselda Volonterio; y al Presidente de la 
Federación Rural del Uruguay, doctor Octacilio Echenagusía. 


La Asociación de Escribanos del Uruguay solicitó ser recibida por esta Comisión para dar su opinión sobre la 
problemática ocasionada por la Ley N* 18.187 de 2007, que no es nueva, ya que la hemos tratado en la 
Comisión en otra oportunidad. 


Por supuesto, con un espíritu flexible y amplio, vamos a dar participación a las diferentes gremiales, pero 
como quien solicitó formalmente la audiencia fue la Asociación de Escribanos del Uruguay la escucharemos 
en primer lugar. 


SEÑORA CASTRO ESTEVES.- Agradecemos a la Comisión por recibirnos nuevamente. Hay muchos 
señores Diputados a quienes hemos visto en otros ámbitos inclusive, con el señor Diputado Guarino nos 
encontramos en la reunión que se realizó en el departamento de Treinta y Tres. 


Nosotros hemos desparramado un poco el tema a través de nuestros encuentros técnicos regionales en las 
diversas localidades del interior. Luego de la entrevista inicial que mantuvimos con esta Comisión nos 
dirigimos al Instituto Nacional de Colonización y planteamos las observaciones pertinentes. Asimismo, en el 
dossier que les entregamos figuran las observaciones que nos merece el proyecto de ley desde el punto de 
vista técnico. Este memorando también fue enviado al Instituto, por lo que cumplimos con todos los 
requisitos. 


Posteriormente, nos dirigimos a la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca del Senado. En esa instancia 
se acordó que, dadas las circunstancias en que estaban planteados los temas, era necesario realizar una 
prórroga, la que luego fue aprobada por el Senado. Nosotros quedamos satisfechos por el resultado de las 
gestiones porque esa prórroga nos daba un respiro y un poquito de oxígeno para analizar cuáles podrían se las 
mejores soluciones para salir de este atolladero. 


Tal como planteamos en la entrevista inicial, el ánimo de la Asociación de Escribanos del Uruguay, y pienso 
que también del Colegio de Abogados del Uruguay que es la otra asociación profesional que nos acompaña el 
día de hoy con la presencia de su Presidenta, la doctora Volonterio, es que la legislación que se apruebe pueda 
ser aplicable en forma pacífica y sin perturbar en ningún aspecto la paz social, ya que aparentemente, si este 
proyecto de ley se aplica estrictamente eso sería inevitable. 


Nosotros, en medio de todas estas gestiones, nos pusimos en contacto con las asociaciones gremiales 
involucradas en el tema como, por ejemplo, la Asociación Rural del Uruguay, la Asociación Nacional de 
Productores de Leche y la Federación Rural del Uruguay que hoy nos acompañan para aunar esfuerzos y dar 
nuestro mejor aporte. Nuestro ánimo, desde el principio, fue aportar, ayudar y colaborar para que estas cosas 
se encaminen de la mejor manera posible. 


Nuestro afán, en esta instancia, es que la prórroga que aprobó el Senado también se apruebe aquí y sin 
hacerle ningún tipo de modificaciones. Pensamos que sería más sano contar con un lapso de tiempo para 
poder contemplar determinadas situaciones que se han ido dando desde que entró en vigencia la ley. 


SEÑORA VOLONTERIO.- Estamos acompañando a la Asociación de Escribanos del Uruguay en esta 
instancia y, como Colegio de Abogados del Uruguay queremos dejar constancia de que, de ninguna 
manera, estamos cuestionando la filosofía del proyecto, sino que simplemente estamos planteando una 


preocupación con respecto a la aplicación de este proyecto de ley, ya que podría causar perjuicios al 
Estado. Si esta norma se aplica, fundamentalmente el Banco de la República podría verse perjudicado 
porque tiene muchas hipotecas sobre los inmuebles. Si esta iniciativa se aprueba tal cual viene 
proyectada esas hipotecas serían absolutamente nulas. Esa es una preocupación general. 


Reiteramos que nuestra preocupación es de carácter técnico, sin entrar a cuestionar en absoluto la filosofía 
del proyecto. Por lo tanto, quedamos a las órdenes de la Comisión por si necesita alguna aclaración con 
respecto al tema puntual que hemos planteado. Quisiera comentar que hay una Comisión en el Colegio de 
Abogados del Uruguay que está trabajando sobre ese tema. 


SEÑOR GARCÍA REQUENA.- Nosotros sí somos contrarios a la filosofía del proyecto. 


Es innumerable la cantidad de personas que ha consultado sobre el tema ante la Asociación Rural del 
Uruguay. Se trata de propietarios que han adquirido un bien que tiene, por ejemplo, cuatro o cinco cambios 
de dominio, cuyo origen es una compra en el año 1929 o 1930. Esas tierras fueron cambiando sucesivamente 
de propietario y el actual, al día de hoy, se encuentra con el problema de que si no se inscribe tiene una multa; 
si pasa el plazo, directamente, esas tierras pasan al dominio del Instituto Nacional de Colonización sin 
indemnización alguna. Nosotros consideramos que eso violenta los derechos de los actuales propietarios. Así 
nos lo han hecho saber todas las personas que han adquirido esos bienes desde la época del Banco 
Hipotecario y que luego de sucesivas ventas, al día de hoy se encuentran con este problema. | Por supuesto 
que adherimos totalmente a las palabras de la Asociación de Escribanos y del Colegio de Abogados. Pero 
nuestra preocupación es aún mayor; no es solamente de trámite sino que estamos preocupados por las 
limitaciones que pasaría a tener un propietario que compró con todos los derechos y de pronto se vería 
limitado en la posibilidad de arrendar, de hacer un contrato de aparcería, etcétera, al no tener la autorización 
del Instituto Nacional de Colonización. 


SEÑOR ECHENAGUSÍA.- Sin dudas que estamos muy preocupados; de más está decirlo. Venimos 
dando más que nada un apoyo a la Asociación de Escribanos porque estamos embarcados en la misma 
nave. La preocupación va más allá de fechas. Nosotros no vamos a discutir; lo que vamos a hacer es 
pedir la prórroga y después empezar a discutir, pero que no se agregue ninguna enmienda ni se haga 
un proyecto nuevo con esta prórroga, que es en parte lo que se pretende. Hay muchos productores 
afectados con escrituras de compras hechas en el año 1917 las que tuvimos en nuestras manos y un par 
de años después. Ellos estarán incluidos en esta ley. 


Creemos que esta es una situación grave y hay gente muy complicada con este tema en muchas zonas del 
país: en Paysandú en Soriano, en San José. Lo que queremos mostrar claramente es que la Federación Rural 
está muy preocupada y el apoyo en primera instancia es a esta prórroga para dar tiempo a que los artículos 
sean derogados, sobre todo el 70, y luego se verá con el 35. 


SEÑOR PRESIDENTE. Es voluntad de la Comisión tratar el tema de la prórroga por separado y, en 
lo posible, en el día de hoy. Si hubiera mayoría, saldría aprobado; de lo contrario, dependerá del 
régimen de trabajo en la Comisión. Pero la idea es no dilatar esta parte puntual de la prórroga, 
independientemente del tratamiento del tema de fondo. Todos los compañeros de la Comisión tienen 
presente el tema de los plazos y lo acuciante de esta situación. 


SEÑORA LÓPEZ.- El sentido de pedir la prórroga no es nada caprichoso ni es para ganar tiempo; al 
contrario, es para perfeccionar lo que tenemos. 


Sabemos que los artículos 35 y 70 traen problemas de aplicación. En este momento, el Banco de la República 
no está aceptando hipotecas con determinados bienes porque no le da seguridad; los bancos privados están en 
la misma situación. Hoy, los escribanos estamos en un parate con determinadas cosas. En definitiva, esa 
gente termina siendo rehén de esa situación. Estamos a un mes, por lo cual no queda tiempo para hacer 
modificaciones a la ley sin que llegue el plazo del 1? de noviembre. Entonces, en realidad, dado que hay 
cinco proyectos en el Senado tal como tenemos entendido con respecto a la modificación para la ley de 
repoblación de la campaña, lo que solicitamos es que si votan la prórroga se da tiempo para no emparchar la 


ley sino para modificar de fondo aquello que se deba modificar sin cambiar la filosofía. Este no es un tema de 
las gremiales profesionales. Lo importante es que la ley sea aplicable y justa. 


SEÑOR IRURETA GOYENA.- Ratifico todo lo dicho por el señor Vicepresidente de la Asociación 
Rural y quiero agregar algo más. 


Justamente, en virtud de esas sucesivas ventas que pudieron haber ocurrido durante muchos años es que 
muchos productores pueden no tener conocimiento de que sus predios pertenecieron, por ejemplo, al Banco 
Hipotecario. O sea que no tienen conocimiento de que en su titulación podría estar afectado algún padrón, y 
quizás no la totalidad. Eso lleva a que todos los productores tengamos que salir corriendo a nuestros 
escribanos a revisar la titulación de los distintos padrones que hemos recibido ante la eventualidad de que en 
algún momento hubieran sido del Banco Hipotecario. Me parece importante la prórroga que se está 
exigiendo, así como estudiar el tema de fondo para ver si hay algún otro tipo de solución. 


En virtud de este cuestionamiento que se está haciendo de la titulación, la Asociación Rural ha solicitado 
inclusive al señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca que sea el propio Estado quien llame a los 
posibles afectados por esta ley a que se registren; que los llamen uno por uno; que diga cuáles son los predios 
que están comprendidos y, que una vez llamados, se cuenten los plazos a los efectos de la inscripción. 


SEÑORA AUNCHAYNA.- Estoy acompañando a la Asociación de Escribanos. A su vez, tengo la 
característica de que ejerzo y provengo de Soriano, de la ciudad de Dolores, donde está radicada la 
colonia Concordia que es una de las principales víctimas de esta situación. Todos los días estamos 
viendo no quiero entrar en dramatismo diferentes situaciones; por ejemplo, productores que han 
fallecido sin poder vender sus campos; gente que debe comprar una casa y clausuró sus negocios; o sea, 
existen perjuicios reales. 


Básicamente, lo que queremos plantear como primer punto es la prórroga y pedimos una conciencia 
legislativa a esos efectos; luego, pretendemos que se atienda el tema de fondo. En realidad, la Asociación de 
Escribanos y el Colegio de Abogados discrepamos notoriamente con el proyecto de hoy en su artículo 70; no 
me refiero al espíritu en general de las leyes de colonización sino a ese artículo. Además, este no fue el 
espíritu de la Ley N* 11.029 de 1948, porque protegió expresamente a los productores que compraron bajo el 
régimen del Banco Hipotecario del Uruguay diciendo que debían regirse por la ley por la cual compraron. 
Eso dice la Ley_N* 11.029 de 1948; lo podemos leer todos en el artículo 81. 


Entonces, la Asociación de Escribanos del Uruguay desde siempre con las opiniones del escribano Fernando 
Miranda, por nombrar a alguien que se ocupó del tema en forma muy importante, y sucesivas generaciones, 
el Banco de la República Oriental del Uruguay y el Instituto Nacional de Colonización tenían esta 
interpretación. |Luego viene otra interpretación de la que nos estamos enterando, que entiende que los 
campos del Banco Hipotecario del Uruguay estaban afectados al régimen de colonización con todas las 
limitaciones. 


Lo que pedimos es una conciencia, que los productores sean escuchados porque el legislador debe recoger la 
realidad. Y la realidad de toda esta gente es que están en el libre mercado. 


Siguiendo el ejemplo de la Ley N* 11.029, que es una ley muy buena, muy jerarquizada, fue una ley 
ampliamente consensuada, se trabajó a todos los niveles políticos y sociales, se escucharon a los productores. 
En Concordia hay amplio material donde se hacían congresos de debates de la ley. Entonces, nos parece que 
por respeto a los legisladores y continuando la actuación anterior, deberíamos dar el mismo lugar y el mismo 
espacio de discusión a esta ley que, obviamente, es el espíritu legislativo, y la aplicación del derecho fue 
consecuente con ese espíritu legislativo durante cincuenta o sesenta años. 


Lo que pedimos primero es la prórroga, esperemos que acá haya espíritu para que salga, y, segundo, estudiar 
el tema a conciencia, escuchando los actores y reflejando esta realidad de libre mercado que, por otra parte, 
como ya lo dijo la doctora, ocasiona tremendos perjuicios para el Estado, para el Banco República y para los 
productores. Es una norma que les merma ampliamente los derechos. 


SEÑOR LONGO FONSALÍAS.- Escuchando a la doctora del Colegio de Abogados no me quedó claro 
los perjuicios que causa al Banco República la aplicación de la ley, para que conste en la versión 
taquigráfica para su estudio posterior. 


SEÑORA VOLONTERIO.- En realidad, hay muchos propietarios de esas tierras que tienen hipotecas 
contraídas con el Banco República y están pagando. Donde cambie su título, corremos el riesgo de que 
esta gente deje de pagar, entonces, el Estado no tendría la fuerza de una hipoteca para poder ejecutar. 
Ese hecho es lo que estaría generando, en principio, juicios contra el Estado que, por supuesto, 
perdería. Ese es el fundamento. Nosotros estamos teniendo una visión de protección del Estado y de 
nosotros mismos porque, en definitiva, nosotros seremos los que tendremos que pagar esos juicios que 
se van a perder necesariamente. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Todos tenemos claro de lo que estamos hablando. Pero, más allá de la 
prórroga, en el fondo del asunto y con las nuevas modificaciones, ¿ustedes están al tanto de las nuevas 
propuestas que está trabajando esta Comisión en base a lo propuesto por la bancada de Gobierno? 


Quizás sería bueno conocer la opinión al respecto. De lo contrario, tendremos que citarlos nuevamente a esta 
Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que vamos a verificar es que todos tengan este proyecto; si alguna gremial 
o asociación quiere abrir opinión, perfecto. 


(Diálogos) 


——- Si la Asociación de Escribanos puede arriesgar alguna opinión, bienvenido sea. Mientras tanto, 
hacemos un repartido a las gremiales y en una oportunidad breve, pero posterior, les consultamos acerca de 
sus puntos de vista. 


SEÑOR LÓPEZ.- Gracias por recibirnos. 


Soy integrante de la Comisión de Derecho Agrario de la Asociación de Escribanos del Uruguay, y también 
del Instituto de Derecho Agrario de la Facultad de Derecho. 


Antes de comenzar a hablar de la modificación que presenta el Directorio del Instituto Nacional de 
Colonización en cuanto a la Ley_N” 18.187, quería hacer una aclaración en cuanto al tema de la 
responsabilidad del Estado. No solo debemos suscribir el tema al Banco República. No nos olvidemos que el 
artículo 70 habla de subdivisión y fraccionamiento de los campos; innumerables fraccionamientos y 
subdivisiones se han realizado por parte de la Dirección General de Catastro y no debemos olvidar que lo que 
realizó Catastro como la Dirección Nacional en cuanto a la subdivisión de los campos es todo nulo. Eso, 
indudablemente, va a acarrear una responsabilidad. Está la teoría del acto propio por parte del Estado en el 
cual si yo realizo un trámite, en este caso de subdivisión o fraccionamiento, se aprueba ese trámite, se realiza 
el fraccionamiento, sin ninguna observación por parte de la Dirección General de Catastro, luego eso viene a 
ser nulo y me va a traer consecuencias por las cuales yo voy a pedir el resarcimiento de la responsabilidad. 
Ese es un punto. 


Por otro lado, está lo referido al Banco República, que otorgó préstamos y realizó la hipoteca tomamos el 
caso del Banco República como un ejemplo porque, como lo dice la propaganda, es el Banco País además, 
nosotros, como operadores jurídicos sabemos el estudio muy detallado que hacen los asesores jurídicos del 
Banco República y se han realizado hipotecas, se han realizado negocios sobre esos inmuebles, basados en 
innumerable cantidad de fundamentos jurídicos más allá que pueda existir otra interpretación u otra posición- 
y de derecho, los cuales corroboraban esa posición y permitió la realización de los negocios. Ese es el primer 
punto que quería dejar en claro, aparte de otras consecuencias que puede acarrear. 


En lo que tiene que ver con la modificación que presentó el Directorio del Instituto Nacional de 
Colonización, no tuvimos mucho tiempo para realizar el estudio, porque venimos de jornada en jornada, 
realizando charlas por todo el país sobre este punto, ya que existe un desconocimiento general. El Instituto 
Nacional de Colonización lo digo con todo respeto- no ha hecho absolutamente nada por brindar 


información, por crear un registro. Como decía el doctor Irureta Goyena, hay productores y, lo más grave, 
profesionales que desconocen el alcance que tiene esta ley. 


En cuanto al proyecto, según pudimos estudiar, con el escribano Roque Molla hicimos una primera lectura- 
trae algunas modificaciones que, de alguna manera, podían contemplar algunos puntos pero en el fondo de la 
ley no solucionan los problemas porque vuelve a manejar fechas, vuelve a extender el brazo a todas esas 
colonias uno dice "colonias" porque es el término que maneja la ley, pero yo no estoy de acuerdo, trae a todas 
esas tierras que durante cincuenta, sesenta o setenta años estaban en el tráfico jurídico, en la libre 
contratación, las trae a estas modificaciones que realiza el Instituto Nacional de Colonización, y no las 
contempla. Es decir que de alguna manera vuelve a remendar la situación, pero no trata el tema de fondo. 


Yo no me quiero explayar en temas técnicos o jurídicos porque, reitero, no sé si este es el ámbito y la 
oportunidad para ello. Ahora bien; acudimos a dar la posición de la Asociación de Escribanos, a apoyar lo 
que dicen todas las gremiales y, desde el punto de vista personal, vengo a rogar para que por lo menos se 
apruebe la prórroga y se cree un ámbito de discusión abierto 


Cabe acotar que hemos tenido charlas con la División Jurídica del Instituto Nacional de Colonización, que 
tiene una posición por llamarla de alguna manera intransigente y cerrada. Entonces, si tomamos esa posición, 
muchas personas se van a ver en serios problemas y, como decíamos hoy, entre ellas puede estar incluido el 
propio Estado. 


Hablaba de la necesidad de crear un ámbito de discusión, porque al menos los organismos que yo integro, no 
fueron consultados. No fueron consultados la Asociación de Escribanos del Uruguay, el Instituto de Derecho 
Agrario de la Facultad de Derecho, las Universidades privadas ni el Colegio de Abogados del Uruguay. 


Si hablamos de leyes que tengan que ver con la adjudicación de tierras, la Ley_N? 11.029 fue una muy buena 
ley de colonización, en cuanto contemplaba el interés general y colectivo de las personas, y estaba totalmente 
encuadrada en los derechos adquiridos de la gente y en las normas constitucionales. Ahora, esta norma viene 
a trastocar todo lo que tiene que ver con el tráfico jurídico, en un país como el Uruguay que se ha 
caracterizado por tener una muy buena fuente de información jurídica, que surge de los Registros, así como 
una muy correcta función catastral, desarrollada por la Dirección Nacional de Catastro. 


Desde mi humilde punto de vista, en una primera visión, esta modificación que presenta el Instituto Nacional 
de Colonización no soluciona el tema de fondo. Por eso estamos pidiendo esta prórroga para que se cree ese 
ámbito de discusión a fin de llegar a una ley que contemple las necesidades de todos los afectados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa quiere hacer una breve precisión. En este ámbito el proyecto fue 
presentado por el señor Diputado Pereyra del oficialismo, por lo que formalmente para la Comisión, no 
es una iniciativa del Instituto Nacional de Colonización, independientemente de que pueda tener la 
misma opinión. 


SEÑOR LONGO FONSALÍAS.- Quisiera hacer una pregunta que hace a la discusión, a fin de que la 
respuesta quede bien clara para cuando estudiemos el tema. 


En la primera parte de su exposición, el escribano López aludió a la subdivisión de los predios. Quisiera 
saber si se refiere a los predios que son los que hoy generan más problemas, es decir, los anteriores a la Ley 
N? 11.029. 


SEÑOR MACHADO.- ¿Me permite? 


Me interesaría que cuando el escribano López conteste la pregunta diga concretamente a qué se refiere el 
término "predios del Banco Hipotecario del Uruguay". Quisiera saber si apunta específicamente a las 
colonias o si también abarca aquellos predios que fueron comprendidos por líneas de crédito, etcétera. Me 
refiero, por ejemplo, a una transacción entre Juan Pérez y Pedro Rodríguez mediante un crédito del Banco 
Hipotecario del Uruguay de aquella época. Según vuestra interpretación, ¿esto quedaría dentro del alcance de 
la norma? 


SEÑOR LÓPEZ.- Desde un punto de vista técnico, y teniendo en cuenta la redacción de la ley, no 
deben caber dudas de que efectivamente la norma arrastra a todo lo que está comprendido, por lo 
menos, desde el año 1921 a la fecha. La ley N” 11.029 sobre colonización tuvo vigencia a partir de enero 
de 1948, y ahora esto viene a extender el brazo, afectando a todas esas adjudicaciones que se hicieron 
desde el año 1921 a este fin colonizador. 


Existen sobrados fundamentos jurídicos, inclusive en los artículos 37 y 81 de la Ley N” 11.029, por los que 
quedaba claro que esas adjudicaciones de tierra, obtenidas a través de préstamos del Banco Hipotecario del 
Uruguay, se regían por el régimen jurídico anterior y no por la Ley N* 11.029. Inclusive, según la redacción 
de la Ley N* 18.187 estaríamos llegando hasta el año 1880: adviértase lo que esto acarrearía como 
consecuencia, porque se habla de las colonias aun provenientes del Banco Hipotecario del Uruguay. Es decir 
que no descarta la colonización privada que ya surgía en el año 1880. 


Quiero poner un ejemplo claro de lo que puede significar lo que hablaba la Presidenta de la Asociación, 
escribana Castro, en cuanto a la inaplicabilidad de las leyes. Nosotros como operadores jurídicos debemos 
aplicar la ley y en cualquier negocio de un inmueble rural, si fuéramos diligentes, hoy tendríamos que 
estudiar su titulación al año 1880. Inclusive, no quiero entrar a hablar de ciertos temas que serían para otros 
técnicos, como que se estaría pasando por arriba a institutos como la prescripción, etcétera. 


Entonces, que no quepa duda de que acá quedan comprendidas todas esas adjudicaciones que se realizaron 
con anterioridad a la Ley N* 11.029: no solo negocios jurídicos, compraventas y gravámenes, sino también 
subdivisiones, fraccionamientos y demás. 


SEÑOR MACHADO.- Creo que no se entendió mi pregunta. 


Voy a poner un ejemplo más reciente. En el año 1986 el Banco Hipotecario del Uruguay tenía una línea de 
crédito para compra de campos eso no tenía nada que ver con el Instituto Nacional de Colonización que luego 
se extendió a profesionales universitarios agrónomos y veterinarios. Existían en el Banco Hipotecario del 
Uruguay líneas de crédito para compra de campos por las cuales, por ejemplo, usted y yo hacíamos un 
negocio. Esto que no era una colonia del Banco Hipotecario del Uruguay, ¿está comprendido en el alcance de 
esta ley? 


SEÑOR LÓPEZ.- Según nuestra interpretación, por lo que dice la ley, efectivamente es así. 


SEÑORA VOLONTERIO.- La Comisión del Colegio de Abogados que está trabajando en el tema, 
integrada por varios colegas, ha entendido que no afecta a estos casos. Obviamente, como no soy 
especialista en esta materia, no quiero dejar sentada una posición formal. Por eso, reitero lo que 
dijimos al principio: este tema está siendo estudiado en el Colegio de Abogados del Uruguay. 


Asimismo reitero el espíritu de acompañar la prórroga que tiene que ver con este proyecto de colonización 
presentado por un Diputado de la bancada de Gobierno yo no lo conocía; lo he señalado hace un momento, 
solicitada por la Cámara de Senadores, a fin de tomarnos un tiempo para estudiar en profundidad este asunto, 
fundamentalmente, buscando la certeza, la protección jurídica y del Estado, que es lo que nos interesa. 


SEÑOR IRURETA GOYENA.- He escuchado preguntas, pero ahora me voy a atrever a hacerlas yo, 
porque creo que va a alimentar el debate. 


Sería interesante saber el motivo por el cual se incluyó en esta nueva ley a todos aquellos campos 
provenientes del Banco Hipotecario, es decir, el real fundamento de esa incorporación, del alcance veo que 
los propios legisladores no conocen el alcance y del espíritu del legislador para incorporar al Instituto 
Nacional de Colonización todos esos campos anteriores adquiridos a través del Banco Hipotecario, etcétera. 


SEÑOR CASAS (don Alberto).- El escribano López se refirió a este proyecto como proveniente del 
Instituto Nacional de Colonización. Creo que es importante aclarar que a nosotros no nos llegó de este 
Instituto sino de la bancada oficialista que lo hizo llegar a modo de borrador. En este momento, esa 
iniciativa está a estudio. 


Ustedes se tienen que ir de acá con la tranquilidad de que el Partido Nacional va a votar afirmativamente en 
el día de hoy ya lo hemos sugerido a los compañeros del Frente Amplio la prórroga que se está solicitando y 
que ha sido aprobada en el Senado. 


A fin de estudiar el proyecto presentado por el compañero Pereyra vamos a realizar consultas a las gremiales 
interesadas en el tema. Somos conscientes de las dificultades que esta iniciativa está trayendo en las colonias 
y en el medio rural. 


En cuanto a la pregunta formulada por el delegado de la Asociación Rural, creo que la tienen que responder 
los Diputados del oficialismo, porque fueron ellos los que incorporaron este proyecto. 


En principio, el proyecto de repoblamiento de la campaña era muy escueto. Después se fueron agregando 
distintos artículos por parte del Instituto Nacional de Colonización y del oficialismo, que fueron modificando 
sustancialmente su origen. 


Es una lástima que el Diputado Pereyra, que ha seguido este tema y que ha sido el miembro informante en la 
Comisión y en el plenario, no se encuentre presente. Pero como la versión taquigráfica es pública él va a 
poder decir cuál fue el espíritu de este proyecto, es decir, si radica en una inquietud del propio Instituto 
Nacional de Colonización y qué fin persigue. Puede ser loable el fin, pero el camino para llegar al mismo es 
totalmente engorroso y escabroso e involucra a tanta gente que es imposible llevarlo adelante. 


SEÑOR LÓPEZ.- Creo que leyendo el informe quedaría más clara la respuesta a una de las preguntas 
del señor Diputado Longo Fonsalías, a fin de que quede constancia en la versión taquigráfica y se 
hagan las evaluaciones correspondientes. El art. 70 de la Ley 11.029 en la redacción dada por el art. 15 
de la Ley 18.187 dispone la nulidad de pleno derecho de toda enajenación, gravamen o subdivisión o la 
cesión "en cualquier forma de disfrute relativo al predio, voluntaria o forzosa, que se realice respecto 
de una parcela que forma una colonia sin el consentimiento del Instituto Nacional de Colonización.- 
Esta grave sanción legal obliga a los operadores jurídicos que se propongan celebrar negocios sobre 
propiedad rural, a determinar con precisión si los predios objeto de tales acuerdos se encuentran o no 
comprendidos en el citado régimen. Existe una necesidad de certeza respecto de si un fundo es o ha 
sido parcela de una colonia, que se ve actualmente acentuada por la circunstancia de que el legislador 
ha extendido la severidad del régimen a todas las parcelas, 'aún en el caso en que el colono haya 
satisfecho integramente sus obligaciones y cualquiera fuere la procedencia dominial de las fracciones a 
que refieran, aun las provenientes del Banco Hipotecario del Uruguay, escrituradas o no'". 


En la práctica, lo que ocurre es que como los registros del Instituto Nacional de Colonización no están 
actualizados no está expidiendo certificados. Ellos dicen que no tienen la información. Entonces, ¿qué hace el 
productor que quiere hipotecar? No va a poder, porque no tiene forma de establecer en su titulación que 
nunca perteneció al Banco Hipotecario ni fue colonia. Si va a pedir un certificado al Instituto, éste no se lo da 
porque dice que no está en condiciones. Entiendo que no esté en condiciones, pero estamos sacando del 
tráfico jurídico y estamos dejando parada a una cantidad de gente que necesita las hipotecas para seguir 
plantando o comprando. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Cuando concurrió a esta Comisión el Instituto Nacional de Colonización y 
su asesoría legal, manifestaron que desde 1980 se había comenzado a generar opinión en el sentido de 
que esas fracciones que provenían de la cartera del Banco Hipotecario debían tener las autorizaciones 
previas correspondientes a los efectos de la Ley N” 11.029 de 1948. Ellos entendían que eso debía 
generalizarse. De ahí la bancada de Gobierno introduce esa modificación 


que trata de emparejar las cosas de una manera bastante grosera. Ese es el fundamento por el cual preguntaba 
el doctor Irureta Goyena. 


Una vez que comienza la aplicación de esta ley, comenzamos a tomar conocimiento de que durante cuarenta, 
cincuenta, sesenta años, la inmensa mayoría de las fracciones tituladas antes de la ley de colonización fueron 
trabajadas bajo un libre régimen de mercado. En consecuencia, ahora, por esta ley, se le impone un gravamen 
a la propiedad, que antes no existía, a pesar de que a algunos casos el Instituto sí se lo impuso. De alguna 
forma, la ley pretendió generalizar y solucionar. Aparentemente, antes la doctrina discutía en el sentido de 
por qué frente a las mismas situaciones se aplicaban tratamientos diferentes. Ante estos antecedentes, la 


pregunta que nos hacemos es: ¿solucionaría el tema el hecho de que se incluyera que las fracciones que 
quedarían comprendidas en la ley de colonización son aquellas cuya titulación terminó concediendo el 
Instituto, independientemente de cuál fuera la procedencia original? Esto lo digo en el entendido de que 
alguien pudo haber comenzado a comprar con el Banco Hipotecario del Uruguay y terminó de pagar con el 
Instituto Nacional de Colonización, y así obtuvo la escritura. Ahí hay una zona gris que debiera tratar de 
salvarse. Como la bancada del Partido Nacional está procurando llegar a una solución definitiva de este 
régimen por lo menos, eso es lo que vamos a proponer; además, procuraremos los acuerdos políticos quiero 
tener en claro cuál sería el método por el que deberíamos definir esta situación. A esta altura tengo claro que 
lo que se compró y escrituró antes de la entrada en vigencia de la ley de colonización, a mi juicio, estaría 
libre de esta. Pero ¿cómo hacemos con esa zona gris en la que se encuentran quienes compraron antes y 
terminaron escriturando después, bajo la órbita de colonización? Esa es la pregunta concreta que queríamos 
hacer y su respuesta nos ayudaría bastante a finiquitar el tema, por lo menos a la bancada del Partido 
Nacional. 


SEÑOR MASEDA.- Quisiera hacer un comentario. 


Creo que este es un buen ámbito de intercambio. Nosotros estuvimos reunidos tratando de evaluar la 
posibilidad de otorgar una prórroga. Esta ley, tal como dijo el señor Diputado Goñi Romero, estuvo en la 
Cámara de Senadores por iniciativa del señor Senador Larrañaga, del Partido Nacional y después se fue 
ampliando producto de algunas discusiones. 


Lo que sucedió antes del año 1948 tiene una doble interpretación. Aquí también hemos notado que la 
Asociación de Escribanos del Uruguay, el Colegio de Abogados del Uruguay y la ARU no tienen una 
posición unánime. Algunas personas dicen que no critican la filosofía de la ley pero que sí estamos ante un 
problema jurídico que generaría al Estado y a los ciudadanos problemas bastante serios por la tenencia de sus 
propiedades. 


Recuerdo que en el proceso de discusión del proyecto de ley propusimos en la Comisión que se hiciese una 
comunicación oficial que se publicitara, para que quien estuviese en esa situación no se encontrara con que 
había pasado un año y se enfrentara a lo que nos enfrentamos ahora. No sé si se generó ese proceso dentro del 
Instituto hacia los que tenían la tenencia de la tierra. Reitero que nosotros lo previmos y lo propusimos, 
porque creíamos que era válido. 


Se preguntó cuál había sido el criterio utilizado. Puedo señalar que con respecto a aquellas tierras que se 
habían comprado en el proceso de fomento rural del Banco Hipotecario, cuando se aprobó la ley de 1948, se 
manejaron dos criterios en cuanto a si pertenecían o no, y si era una continuación de la política del Gobierno. 


Acá hay muchas cosas en juego. La filosofía es una de ellas, porque algunos conciben la tierra como un bien 
social, que es una de las cosas sobre las que se había hablado en su momento. Por supuesto, nos damos 
cuenta de que estamos ante un problema jurídico serio; no tenemos dudas al respecto porque estamos frente a 
asociaciones que son las responsables de manejarse en los ámbitos judiciales y nos plantean esto 
legítimamente. Quiero aclarar que esta ley fue aprobada por unanimidad, aunque nosotros aceptamos la 
responsabilidad por pertenecer al oficialismo. Esta ley fue votada, reitero, por unanimidad en esta Comisión y 
en la Cámara de Diputados y por supuesto que estamos dispuestos a instrumentar mecanismos que recojan lo 
que las delegaciones presentes han planteado. 


En el Banco Hipotecario se ha procesado desde 1970 o 1980 hacia adelante después de la aprobación de la 
ley la venta de predios productivos a pequeños productores. Por lo tanto, quisiera saber, desde el punto de 
vista jurídico, si esos predios que, por ejemplo, hoy están en proceso de pago ante el Banco Hipotecario se 
ven afectados por la ley, o sea, si también quedan comprendidos como bienes del Instituto Nacional de 
Colonización. La pregunta del señor Diputado Machado me generó una duda. Por tanto, quería preguntar si 
quienes hoy están procesando los pagos que son 356 productores y tienen endeudamientos desde 1995, 1996 
o 1998, en cierta medida, también quedarían comprendidos dentro del ámbito del Instituto Nacional de 
Colonización. 


SEÑOR GUARINO.- Quisiera responder la pregunta que se hizo anteriormente con respecto a cuál 
era la filosofía o el espíritu por el que se incluyó esto, que fue votado en la Comisión por unanimidad, 
tal como dijo el señor Diputado Maseda y es bueno recordarlo. 


También quiero reafirmar algunos de los conceptos vertidos por los señores Diputados Maseda y Goñi 
Romero con la explicación que nos dio el Instituto Nacional de Colonización. 


Nosotros no estamos hablando de cualquier propiedad, sino de las propiedades que en un régimen de fomento 
y promoción se dieron por parte de una política del Estado, seguramente, con ciertos privilegios. Yo no sé los 
detalles pero, seguramente, se trató de una política de fomento similar a la que hoy hace el Instituto Nacional 
de Colonización. Por lo tanto, cuando se pasó a este régimen, después de la aprobación de la ley de 1948, se 
hizo una interpretación de la ley que, inclusive, motivó a que en distintos períodos hayan existido otras 
distintas, en el entendido de que el Instituto Nacional de Colonización era la continuidad de lo que fue 
aquella sesión de fomento. Por lo tanto, las tierras donde la sociedad había puesto su esfuerzo también 
deberían estar regidas por las restricciones que tienen las tierras que administra y maneja el Banco de la 
República. Lo que se pretendió ya que se estaba tocando el tema del Instituto y se estaban haciendo algunas 
modificaciones fue clarificar la situación y generar una legislación que sacara las dudas que existían. Me 
refiero a dudas que llevaron a que en la década del ochenta se exigiera esto, lo que pacíficamente todos 
aceptaron. Creo que ese fue el motivo que se tuvo en cuenta, aunque quizás no fuimos conscientes de que nos 
metíamos en una cosa mucho más compleja por todo lo que había pasado con esas propiedades. No obstante 
todo lo que hubiera pasado, no es suficiente justificación para que alguien se haya privilegiado al utilizar esas 
parcelas, que eran para el bien social, y se manejan libremente en régimen de propiedad general. | De modo 
que estamos dispuestos a escuchar así lo hemos hecho las sugerencias que nos han planteado ustedes, pero 
también a velar por lo que entendemos fue el interés colonizador. También sabrán ustedes sobre todo de la 
Asociación de Escribanos que hubo períodos en que inclusive tierras de colonización, que están en este 
régimen, que fueron entregadas a posteriori por el Instituto, fueron vendidas sin cumplir los requisitos. Eso 
también queremos clarificar. 


A fin de que quede claro, las tierras por las que el Estado hace el sacrificio y en las que la sociedad toda pone 
el esfuerzo y el dinero, no pueden ser después manejadas y transferidas como muchas veces ha sucedido. Esa 
es la filosofía. 


Con este proyecto no fue que se le ocurrió al Gobierno meterle la mano a la propiedad privada. Se nos 
ocurrió tratar de unificar los criterios para que en un tema tan delicado como este existiera un criterio único. 
Capaz que nos equivocamos. Quizás no fuimos conscientes de la profundidad del problema por la cantidad 
de transferencias que ya hubo de esas tierras. 


Digo esto para defender el criterio de colonización porque, en definitiva, el Instituto Nacional de 
Colonización fue quien nos sugirió todo esto, porque son los especialistas; son quienes el Gobierno ha 
encomendado la tarea de la colonización. Entonces, en función de eso, en esta Comisión votamos por 
unanimidad este proyecto de ley que seguramente habrá que modificar. 


SEÑOR LÓPEZ.- La primera precisión es que acá no venimos a discutir la filosofía o la tarea 
colonizadora que tiene que realizar el Estado y que entendemos sí se debe hacer. A fin de que quede en 
la versión taquigráfica así lo hemos dicho en todos los lugares a los que hemos ido recalcamos que la 
Ley N” 11.029 de colonización era una muy buena y creo que lo sigue siendo. 


El segundo punto a aclarar es el siguiente. Se hablaba que aquellas adjudicaciones que realizó el Estado por 
parte del Banco Hipotecario del Uruguay tenían la misma filosofía, que la tierra cumple un fin social, que se 
debe contemplar el interés colectivo, etcétera. Tampoco lo discutimos y estamos de acuerdo. 


Ahora, el tema es que las reglas tienen que ser claras y también las normas jurídicas en que se basan. Porque 
ahí sí tenemos un problema. 


Claramente, la Ley N?* 7.615, de 15 de setiembre de 1923, que crea la Sección de Fomento Rural y 
Colonización del Banco Hipotecario del Uruguay, ya exigía la autorización por parte del colono para gravar o 
vender su chacra. Es decir, aquí no estamos discutiendo eso. La ley claramente decía que el colono debía 
pedir autorización para enajenar su chacra. Ahora, ¿cuál es el problema? La sanción. Ahí está el problema. Si 
se sigue leyendo el artículo, se podrá ver que dice que no podrá gravar ni vender su chacra sino cinco años 
después de la fecha de su adjudicación, sin el consentimiento del Banco Hipotecario del Uruguay y de la 
Comisión Asesora de Colonización, salvo que hubiere cancelado el préstamo hipotecario. Claramente, la ley 
está haciendo un quiebre. Además, era por lo cual se tenía que regir, porque era la ley y era lo que imperaba. 


La Ley_N? 8.829, en su artículo 7”, que aumentó el capital de esta sección, a su vez, dice que el colono no 
podrá gravar ni vender su propiedad sin el consentimiento de la Sección Fomento Rural y Colonización. Es 
decir, está ese interés colectivo y social de la tierra; esa adjudicación que debe realizar el Estado para traer 
aquellas tierras a la producción. No estamos en desacuerdo ni lo cuestionamos. ¿Cuál es el problema? En su 
artículo 8” dice que el incumplimiento por parte de los propietarios de cualquiera de las obligaciones o 
condiciones impuestas por esta ley dará lugar a que la Sección Fomento Rural y Colonización del Banco 
Hipotecario pueda reducir el préstamo en total al 50% de la amortización extraordinaria correspondiente, 
todo ello so pena de la ejecución, en este caso, de la hipoteca. 


Es decir, claramente la ley impuso una sanción en el caso de que no se pidiera la autorización. Pero, ¿¿qué 
pasa? Oh, ¡vaya sorpresa! Nos encontramos ahora que la Ley N* 18.187 dice que se afecta el interés de la 
colonización a través de todos los gravámenes o subdivisiones que se realicen; específicamente, incluye a 
esas del Banco Hipotecario, pero dice que son nulas. Ahí está el quid del asunto. Nos dice que son nulas. 


Vuelvo a poner el ejemplo de Catastro, que fraccionó y no le importó si tenía que pagar la multa o si no podía 
amortizar el préstamo. 


Pero acá cambia la cosa, dice que es todo nulo. Toma la nulidad como caballo de batalla y dice que todo lo de 
atrás es todo nulo. Entonces, a nosotros, operadores jurídicos, hablarnos de nulidad absoluta es muy grave, 
además de las responsabilidades que cada uno tiene y podrá tener. 


Claramente, la ley nos trae un efecto retroactivo que las leyes anteriores no contemplaban; y que sí lo 
contemplaba la Ley de 1948. La Ley N* 11.029, de colonización, en su artículo 70 aclaró que si no se pidiera 
autorización, sería todo nulo. Si hubo profesionales que intervinieron y no requirieron la autorización pudo 
haber habido; lo reconozco, aunque no tengo conocimiento, serán responsables de ello. Si mañana me traen 
un título que está dentro de la Ley_N* 11.029 y veo que no se requirió autorización, por supuesto que ese 
título no lo voy a aceptar porque sé que está viciado de nulidad, porque así lo establece claramente la ley. 
Pero no las anteriores. 


Como un argumento más a todo esto tenemos el siguiente. El legislador fue muy inteligente en el año 1948 
porque en el artículo 81 de la Ley_N? 11.029 hay un quiebre porque dice: "Las colonias transferidas por el 
Banco Hipotecario al Instituto, en virtud de esta ley, continuarán rigiéndose, en lo que proceda y con respecto 
a las operaciones ya concluidas y a los contratos en vigencia, por las disposiciones legales bajo cuyo imperio 
hubieran sido implantadas". Es decir, claramente el legislador tomó en cuenta esa situación, más allá de que 
se seguía con esa filosofía de adjudicación de tierras que no discutimos, y respetó el régimen distinto que 
existía. 


Reitero, si me preguntan por las del Banco Hipotecario del Uruguay, si leemos la ley N* 18.087, en su 
artículo 70, claramente dice: "[...] cualquiera fuere la procedencia dominial de las fracciones [...], aun las 
provenientes del Banco Hipotecario del Uruguay". 


Queda claro que en cualquier operación de cualquier inmueble rural vamos a tener que ver si pertenecieron o 
no al Banco Hipotecario del Uruguay, si pertenecieron o no al Instituto Nacional de Colonización con todas 
las consecuencias que nos puede traer. Es decir, con todo respeto a la División Jurídica del Instituto Nacional 
de Colonización, creo que hubo puntos que no se tuvieron en cuenta y se expresó una visión un poco 
parcializada de lo que es el Derecho vigente, en aquel momento, por el cual se realizaron contratos. De otra 
forma, les traslado la pregunta a ustedes. ¿Cómo durante cincuenta, sesenta o setenta años el Banco de la 
República realizó negocios nulos? Es una pregunta que rompe los ojos. El Banco República con el mejor 
asesoramiento, en algo se tendrá que haber basado, realizó hace cincuenta, setenta u ochenta años negocios 
nulos. Catastro realizó fraccionamientos y subdivisiones, todas nulas. Ese es el grave problema que nos trae 
esta ley con este efecto retroactivo, cambiando las reglas de juego. Trasládenlo a un problema personal; 
trasládenlo al propietario del campo, al que está trabajando hoy en día y que nosotros, Colonización, o quien 
sea, le diga que el título que tiene en su cajón ya pago es nulo, porque no lo convalidó o no pidió la 
autorización requerida por una ley que sale en el año 2008 y que, repito, dice que todo eso es nulo. 


La idea es colaborar. Por eso hoy pedíamos ese ámbito de discusión de la ley para que todos los actores 
jurídicos, incluso asociaciones rurales, etcétera, que se ven involucrados en este tema, tengan la oportunidad 
de dar su opinión y ver de qué manera podemos adaptar la ley de colonización a los tiempos que corren 
porque es una ley del año 48, más allá que decimos que es muy buena. Pienso que habría que adaptarla a los 


tiempos actuales, tratando de que encastre perfectamente con el sistema jurídico y no trastoque derechos 
adquiridos de personas que entendían que estaba todo solucionado. 


Muchas gracias. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- Se hizo referencia a un artículo de una ley y creo que estaban tratando 
de responder a la consulta que realizaba el Diputado Machado. Esto se refiere expresamente a colonos. 
En cuanto a negocios individuales, se puso el ejemplo del Banco República en tiempos más cercanos, 
haciendo mención a ese punto. La Ley N” 8.829 del 32 hablaba expresamente de colonos; decía que el 
colono no podrá gravar ni vender su propiedad sin consentimiento de la sección Fomento Rural y 
Colonización del Banco Hipotecario. Se refiere a negocios individuales. 


SEÑOR LÓPEZ.- Está bien; incluso la ley_N” 7.337, de 1921, ya habla de colonos. Es decir, se hace 
referencia específica a colonos. A nosotros, como operadores jurídicos en el estudio de títulos, según la 
Ley _N” 18.187, cualquier negocio que fuéramos a hacer sobre un bien inmueble y cualquiera fuera la 
extensión del campo, tenemos que poner la constancia de que ese fraccionamiento nunca perteneció a 
una colonia. Entonces yo pregunto ¿Cómo yo, como escribano o como operador jurídico, sé que ese 
campo nunca perteneció a una colonia? Voy al Instituto de Colonización y le pido un certificado, no me 
queda más remedio. Si el Instituto Nacional de Colonización es el que lleva adelante la política agraria 
del país, que me parece bien y es lo que tiene que hacer, le voy a pedir la información respecto a si 
determinado campo es o no colonia.. Pero nos encontramos con la sorpresa que el Instituto no tiene 
registros, no tiene la posibilidad de brindar información certera. La única manera que tenemos de 
saber es estudiar la titulación de ese campo para ver si en algún momento perteneció o fue adjudicado 
con esa intención de brindarlo para el fomento rural. Porque vamos a ser sinceros- todos los préstamos 
que se realizan a la parte agropecuaria se hacen con la intención de fomento y producción de la tierra. 
Pero aquí la ley claramente dice que no le interesa la procedencia dominial, incluye a las del Banco 
Hipotecario, pero cuando fuimos y nos encontramos con los de Colonización les dijimos: "Pero no 
excluye ni siquiera la colonización privada que se realizaba en el año 1880". Y nos contestaron que esa 
no había sido la intención. Pero no es lo que dice la ley. Entonces nosotros, como operadores jurídicos, 
estamos obligados a ver la titulación de cualquier campo, estudiarla minuciosamente hasta esos años 
para ver si perteneció o si hubo algún otorgamiento de préstamo que tuviera que ver con el fomento de 
la producción o del campo, con el agravante de la mutación física de los padrones. Por ejemplo, 
Colonización te dice: "El padrón 600 de Soriano era o estaba afectado, o el Banco Hipotecario le 
adjudicó un préstamo a Fulano de Tal para que lo adjudicara", resulta que vamos a buscar en el 
padrón 600 y no está más, porque se fraccionó y ahora es el 1.500, el 1.600, el 1.800. Entonces, para 
nosotros es terriblemente engorroso y casi de inaplicabilidad de la ley en cuanto al estudio de los títulos 
y de dar certeza a las personas en todo lo que tenga que ver con negocios que se realicen sobre bienes 
inmuebles rurales. 


SEÑORA AUNCHAYNA.- Creo que quedó un planteo hecho por el señor Diputado Goñi Romero sin 
evacuar. 


El señor Diputado apuntó a trabajar sobre el nuevo proyecto y en qué cambiaba con la Ley_N* 18.187. 
Sustancialmente, no cambia nada. Al problema que ha sido la vedette de la mañana, el tema del artículo 70, 
que no cambia en nada, sencillamente le saca los plazos de presentación que quedan como potestad exclusiva 
del Instituto Nacional de Colonización, lo que es de atender también, no quita la multa y lo que sí quita es la 
confiscación de tierras que preveía un retorno a un Instituto del cual nunca pertenecieron. En cuanto al tema 
de si incluye o no a las ex colonias del Banco Hipotecario del Uruguay, agrava la situación porque la fija 
totalmente; en el artículo 70, inciso 2, aclara que toda enajenación, gravamen o subdivisión o la sección en 
cualquier forma de disfrute, debe hacerse con la autorización previa del Instituto, "aun en el caso en que el 
colono haya satisfecho íntegramente sus obligaciones,". Eso dice la ley hoy. Y ellos agregan "con 
anterioridad al 12 de enero del 48" "y cualquiera fuere la procedencia dominial de las fracciones a que 
refieran, aun las provenientes del Banco Hipotecario del Uruguay, escrituradas o no." Y luego dice que a 
partir de la vigencia de la Ley N* 18.187 quedan convalidadas "ipso jure" todas las nulidades que inficionan 
los contratos de compraventa inscriptos en el registro de la propiedad inmueble hasta el 22 de noviembre de 
2007 suscritos sin la autorización previa del Instituto o relativos a parcelas adquiridas tanto al Banco 
Hipotecario del Uruguay como al Instituto Nacional de Colonización. Estas dos innovaciones de gramática 


hicieron que el tema se agravara en lo que es el fundamento del problema. Lo demás es accesorio. Aclaro que 
no he hecho un análisis pormenorizado de la norma; estoy hablando a grandes rasgos por lo que leí. Agrego 
que se habla solo de los contratos de compraventa inscritos que se convaliden "ipso iure". Por ahí se habló de 
que el régimen del Instituto tiene irregularidades; el proyecto de la Asociación de Escribanos del Uruguay 
habla de convalidar esas irregularidades. Acá toman ese concepto de nuestra Asociación y hacen una 
convalidación "ipso iure", pero solo de los contratos de compraventa inscritos, cuando aquellos que mucha 
gente habrá otorgado son particiones, permutas, donaciones, etcétera. Entonces, en cuanto a eso, en este 
proyecto estamos peor que en el anterior. 


Creo haber entendido que el señor Diputado Goñi Romero está conteste con que esto había que cambiarlo. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- En concreto, la pregunta iba dirigida a lo siguiente. Tenemos que dar 
algún punto de corte para finiquitar el tema y me parece que ese punto no puede ser una fecha, porque 
hay una zona gris que comienza en el Banco Hipotecario del Uruguay y termina en Colonización. 
Entonces, mi pregunta es si esto se podría definir en la medida en que dijéramos que se le aplica a 
todos a quienes Colonización les hubiera concedido el título, independientemente de la procedencia de 
la tierra. 


SEÑORA AUNCHAYNA.- Ahí estaríamos unificando el criterio con la postura jurídica de la 
Asociación de Escribanos y del Colegio de Abogados. Si decimos que el quiebre y la fecha es lo anterior 
y lo posterior al 12 de enero de 1948, recordemos que el Banco Hipotecario del Uruguay daba al colono 
la propiedad de la tierra. Por el método jurídico con que trabajaba, otorgaba la propiedad con una 
hipoteca que, en aquel momento, el colono debía amortizar en un plazo de cinco años o en el lapso que 
se le diera. Luego, cuando el colono pagaba, no se le escrituraba el bien porque ya estaba escriturado 
sino que se le cancelaba la hipoteca: ese es el quiebre. 


(Interrupciones.- Diálogos) 


——- Puede haber algo diferente: estamos hablando de los años 20 o 30, antes de 1948. Los títulos que 
estudiamos y que los escribanos vemos en nuestro trabajo cotidiano son esos: compraventas con cancelación. 
Y precisamente el artículo 81 que ya se ha nombrado varias veces de la Ley N* 11.029 dice: "Las colonias 
transferidas por el Banco Hipotecario al Instituto, en virtud de esta ley, continuarán rigiéndose, en lo que 
proceda y con respecto a las operaciones ya concluidas" la ley habla de operaciones pagas "y a los contratos 
en vigencia, por las disposiciones legales bajo cuyo imperio hubieran sido implantadas”. Entonces en mi 
opinión es la ley de 1948 la que le está dando respuesta al señor Diputado. No hay otro quiebre que no sea 
este: las colonias del Banco Hipotecario anteriores a 1948 están libres. 


Por ahí alguien habló de que las colonias habían tenido un beneficio económico. Yo no lo sé exactamente, 
pero creo que lo único que tuvieron fue algún beneficio en los intereses o en la Contribución. Ahora bien; el 
mismo legislador que les dio los beneficios se preocupó en fijarle las limitaciones, que no eran estas. No era 
la nulidad como decía el escribano López ni la inalienabilidad, salvo durante esos períodos muy cortos. 


En los últimos años, por el sistema SIAV se construyeron viviendas tipo, con planos estereotipados y a su 
vez, por bastante tiempo, se dio un préstamo que rondaba los US$ 18.000 o US$ 20.000. Entonces, cualquier 
persona que encuadrara en esa normativa, podía comprar una casa por ese monto en el interior se conseguían 
buenas viviendas por tal suma: casas de mercado, pagando cuotas de 2 UR o algo así, con amplios plazos de 
pago, como los del Banco Hipotecario del Uruguay. De manera que ha habido, hay y posiblemente seguirá 
habiendo leyes con ese espíritu mejor que las haya, que esto se fomente y se estimule; por lo tanto no 
podemos castigar hoy a esas personas porque compraron bajo un estímulo, aplicándoles un régimen legal que 
no les compete. Si el Banco y el Instituto Nacional de Colonización detectaron ese famoso derecho que 
tenían en el año 80, bueno: hace cincuenta años que no se ejerció. Y el ejercer el derecho en tiempo y forma 
es una obligación de todos, inclusive del Instituto Nacional de Colonización. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- Voy a hacer una pregunta con el mejor de los espíritus para que se nos 
instruya. El artículo 108 de la Ley_N” 11.029, en el capítulo denominado "Del capital y recursos 
financieros", expresa: "El capital del Instituto Nacional de Colonización lo constituirán: A) Los bienes 
que actualmente integran el patrimonio de la Sección Fomento Rural y Colonización del Banco 


Hipotecario del Uruguay inmuebles, muebles, títulos, efectivo, créditos, acciones, cauciones, etc". Mi 
pregunta es si en este inciso no se incluye a los bienes... 


SEÑORA AUNCHAYNA- La ley habla de los bienes que actualmente integran el patrimonio. La 
Sección Fomento Rural y Colonización del Banco Hipotecario del Uruguay era propietaria de muchos 
bienes, pero no se está incluyendo a los que ya vendió, les escrituró y les canceló el préstamo. 


(Interrupciones.- Diálogos) 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- ¿A los que no estaban escriturados, como decía el Diputado Goñi 
Romero? 


SEÑORA AUNCHAYNA.- Escriturados con compraventa estaban todos: estamos hablando de una 
cancelación de hipoteca, que es un acto accesorio: la propiedad ya se transfirió cuando se otorgó el 
préstamo, porque esa era la mecánica del Banco de la República Oriental del Uruguay. No sé si había 
alguna excepción a eso, pero es la norma con la que el Banco trabajaba. Y acá se habla de que 
actualmente integran el Banco. 


SEÑOR MACHADO.- Me gustaría que se nos dijera a qué nivel estaría la línea de corte para no 
generar problemas jurídicos con la modificación. ¿Qué tendría que decir esta nueva modificación que 
nos permitiera salvar problemas jurídicos como los que ustedes han planteado? Yo estoy 
absolutamente de acuerdo con que es un disparate que los incorporemos, porque generaríamos un 
problema mayúsculo a medio Uruguay. 


Así que me gustaría que se nos diera la opinión respecto a dónde estaría la línea de corte con respecto a los 
campos que fueron del Banco Hipotecario del Uruguay, porque tenemos todo el problema de la titulación, la 
compraventa, etcétera. 


SEÑORA CASTRO ESTEVES.- El proyecto que presentamos oportunamente y que está en poder de 
los señores Diputados contempla esa situación. Todo puede ser sujeto a un estudio mucho más 
profundo: nosotros lo hemos hecho, pero siempre puede surgir alguna otra situación. Por ejemplo, hay 
gente que ya se presentó al Instituto y ha convalidado los títulos. Esa es una situación que no se previó 
cuando redactamos nuestro proyecto. 


Lo que nosotros estamos pidiendo en esta instancia, siempre con el ánimo constructivo de colaborar, sin 
ningún tipo de consideración de índole político porque esa no es la intención de las Asociaciones 
profesionales, es que se vote el plazo tal cual viene del Senado. Eso nos daría el aire suficiente para 
profundizar en las alternativas que se han planteado en este intermedio durante el cual la gente ya se ha 
presentado al Instituto, ha convalidado los títulos y estaría en una situación diferente a la de los demás. 
Pienso creo que es compartido por mis compañeros que este plazo nos da oxígeno como para mejorar 
también nuestro proyecto. Cabe aclarar que además del proyecto en cuestión, hay dos proyectos más en el 
Senado: uno fue presentado por el Senador Lapaz que es parecido a este, y otro por los Senadores Alfie, Da 
Rosa, y Camy. Quizás sería bueno amalgamar todas las iniciativas e incorporar nuevas situaciones al 
proyecto. 


El ánimo de esta convocatoria es que la solicitud de prórroga que ya fue aprobada en el Senado, se apruebe 
como viene, sin ningún aditamento. Ese es linealmente el motivo de nuestra convocatoria. 


Estamos absolutamente abiertos a la consulta de los señores Diputados en cuanto a plantear, a colaborar y a 
examinar situaciones que de repente no hemos previsto. Es sabido que cuando uno redacta un proyecto de ley 
se presentan miles de circunstancias ajenas al ámbito en el cual se redactó. Como se dice, estamos de retén 
para que nos llamen y consulten. 


Aquí está presente el Diputado Longo Fonsalías, colega y amigo, con quien hablamos muchas veces y con 
quien nos conocemos desde hace muchos años. El sabe que el espíritu de la Asociación de Escribanos del 
Uruguay es el que he expresado. 


Nosotros tenemos un convenio con el Poder Legislativo para que las leyes que se aprueben tengan una buena 
y pacífica aplicación, evitando cualquier conflicto. En este caso se ha generado un conflicto positivamente 
con toda la inquietud que la gente ha tenido. 


Nosotros no estamos criticando al Instituto ni cuestionando alguna posición; creemos que todas son valederas 
y que tendrán su fundamento, pero quizás lo que hay es diferencias en la interpretación de las leyes. 


No sé si a los señores Diputados les ha quedado claro lo que hemos explicado. Reitero que continuamos 
abiertos al diálogo y que lo que les pedimos en esta instancia es que se apruebe en la Cámara de Diputados la 
prórroga que se votó en el Senado tal cual viene. Me acota la escribana Aunchayna que se debe aprobar 
cuanto antes, porque el plazo vence el 2 de noviembre y a veces las corridas son malas para todos. 


Creo que podemos reconsiderar el proyecto, precisamente, teniendo en cuenta las distintas situaciones que se 
han planteado en este interregno, es decir, desde que entró en vigencia la ley y la prórroga que se votó en el 
Senado. 


SEÑOR GARCÍA REQUENA.- Apoyo todo lo que se ha dicho con respecto al nuevo proyecto, que no 
teníamos en nuestro poder, pero que después de leerlo vemos que para nosotros no cambia mucho. 


Queda muy claro que no hay dos posiciones entre la Asociación de Escribanos del Uruguay y las gremiales. 
Creo que es la misma visión. Lo que ocurre es que los escribanos velan por la técnica jurídica y su estricto 
cumplimiento, y nosotros por los derechos del propietario de los predios. No hay ninguna contradicción; 
estamos en la misma línea. 


SEÑORA LÓPEZ.- Entendemos que la fecha de quiebre es el año 1948, cuando empieza a regir la ley 
de colonización. Esa es la fecha clave del respeto a los derechos adquiridos, y no creó ningún tipo de 
conflicto. De ahí en más las reglas estaban claras y todos sabíamos a qué jugábamos. 


Por otra parte, en cuanto a la alusión que hizo un Diputado con referencia al tema de los distintos criterios 
que había tenido el Instituto Nacional de Colonización con respecto a la interpretación de esas colonias que 
eran de fomento rural del Banco Hipotecario, debo decir que si mal no tengo entendido fue entre los años 
1980 y 1984 cuando se interpreta esas colonias anteriores. Como verán no estamos hablando del mejor 
período de respeto de los derechos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la participación de las diferentes asociaciones y agremiaciones. 
Es un tema importante, sobre el que nos han ilustrado bastante. 


Quedamos en contacto y quizás podamos tener un diálogo directo a fin de evacuar algunas dudas. A 
continuación vamos a seguir tratando este tema en la Comisión. 


Como bien decía el señor Diputado Alberto Casas, en nombre del Partido Nacional, vamos a solicitar el 
desglose de la prórroga para que pueda aprobarse en la Cámara de Diputados. Quizás los convoquemos para 


una próxima oportunidad cuando tratemos el tema de fondo. 


Muchas gracias y a las órdenes. 


SEÑORA AUNCHAYNA.- Aquí hay representantes de todos los partidos políticos. Quisiera saber si 
hay unanimidad para aprobar la prórroga. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión lo va a discutir, porque creo que hay algún compañero que tiene 
alguna duda. 


(Se retira de Sala la Asociación de Escribanos del Uruguay, la Asociación Nacional de Productores de Leche, 
la Asociación Rural del Uruguay, el Colegio de Abogados del Uruguay y la Federación Rural del Uruguay) 


——— Tenemos dos temas para considerar. Uno de ellos, es el que estuvimos analizando con los aportes de las 
asociaciones que estuvieron presentes y, el otro, es el que figuraba como primer punto del orden del día, 


relativo a la prórroga del plazo establecido en la Ley N* 11.029 diferentes actores nos pedían cierta premura 
en su tratamiento en la redacción dada por la Ley _N” 18.187 sobre la inscripción de títulos de propiedad de 
predios pertenecientes a las colonias del Instituto Nacional de Colonización. 


En el devenir de la sesión fuimos escuchando algunas posiciones y matices, pero quería ratificar, por parte 
del Partido Nacional, la propuesta que hizo el señor Diputado Alberto Casas a fin de considerarla con los 
demás compañeros integrantes de la Comisión. 


SEÑOR CASAS (don Alberto).- Creo que es muy simple el proyecto de ley que fue aprobado en el 
Senado por unanimidad. Nosotros estamos contestes con lo expresado por la Asociación de Escribanos 
del Uruguay, el Colegio de Abogados del Uruguay, la Federación Rural del Uruguay, la Asociación 
Rural del Uruguay y la Asociación Nacional de Productores de Leche; ellos ven con buenos ojos que la 
prórroga no se dilate y se apruebe en el día de hoy. Por ello, el Partido Nacional propone que se 
apruebe el día de hoy. 


SEÑOR PEREYRA.- Antes de que se retiraran las gremiales el Presidente de la Comisión planteó que 
había visiones encontradas entre los cinco legisladores del Frente Amplio. Yo quiero que quede claro en 
la versión taquigráfica que no existen visiones encontradas, que los cinco legisladores del Frente 
Amplio estamos de acuerdo con el proyecto de ley en cuestión y en que es necesario hacer una 
redacción que corrija los huecos que hemos analizado y en los que todos coincidimos. Quiero que eso 
quede expresamente aclarado. 


El plazo se vence el 2 de noviembre, por lo tanto, tenemos un mes y un día, contados a partir de hoy. Lo que 
pedimos los legisladores del Frente Amplio es que se prorrogue por una semana el tratamiento de este 
proyecto, porque no lo queremos analizar en el marco de los otros temas que tenemos a consideración. 
Dentro de una semana todavía estaremos dentro de los plazos; además, el proyecto tiene media sanción del 
Senado y hay voluntad política para tratar el tema ya que se considera importante. Pienso que el martes que 
viene podemos analizar este proyecto de ley e incorporarlo inmediatamente al orden del día porque hay 
acuerdo. De esta manera no se enlentece el tratamiento parlamentario. Por lo tanto, estamos solicitando que 
se aplace por una semana el tratamiento del tema. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Estamos ante la dilucidación de un proyecto concreto que viene de la 
Cámara de Senadores y fue votado por unanimidad. Además, se trata de un proyecto, presentado por 
el oficialismo, de modificación de una ley. 


Por cierto, los dos proyectos en consideración van en el mismo camino, la única diferencia es que uno tiende 
a solucionar un problema de plazos, y el otro tiende a una modificación de fondo de la ley. De manera que si 
el Senado entendió, por unanimidad, que para la dilucidación de los problemas de fondo era necesario contar 
con plazo y trabajar tranquilos, no vemos por qué la Comisión debe prorrogar una semana el tratamiento de 
la extensión de los plazos, ya que es seguro que lo vamos a tener que aprobar. 


Si no votáramos esta prórroga y diéramos sanción definitiva al proyecto que tiene media sanción, relativo a la 
extensión de los plazos, tal como propone el señor Diputado Pereyra, obsérvese que tendríamos que trabajar 
sobre el fondo del proyecto, ponernos de acuerdo en Comisión, aprobarlo en Cámara y enviarlo al Senado 
para que lo estudie y lo apruebe antes del 2 de noviembre. Todos sabemos que eso es imposible porque no 
nos dan los plazos. De manera que no entendemos para qué postergar la decisión de prorrogar el plazo por 
seis meses. Si aprobáramos la prórroga, en ese tiempo podríamos trabajar sobre el proyecto de fondo, que 
podrá salir en noviembre, diciembre, marzo o abril, no importa, porque para ello no hay plazo. 


Entonces, nos parece que no tiene sentido postergar algo que sabemos que deberemos hacer, que es postergar 
el plazo, porque para dilucidar el problema de fondo, reitero, este mes no alcanza. Eso lo tenemos claro, 
porque debemos estudiarlo, discutirlo y aprobarlo en la Cámara de Representantes antes del 2 de noviembre 
para que el Senado lo trabaje, lo estudie, lo discuta y lo apruebe, también antes de esa fecha; pienso que no 
hay chance. 


Entonces, no demos más vuelta al tema y aprobemos ahora la postergación del plazo. Eso va a dar 
tranquilidad a todas las partes. Unas cuantas asociaciones profesionales y gremiales nos lo han solicitado. Es 


la voluntad del Senado en forma unánime, porque está integrado por representantes de todas las fuerzas 
políticas. Entonces, ¿para qué dar vueltas en el tema? Resolvámoslo. Esa es la propuesta concreta: 
resolvamos hoy la prórroga del plazo. 


SEÑOR MASEDA.- En definitiva, lo que está pidiendo el señor Diputado Pereyra, en nombre de la 
bancada, es un tiempo hasta el martes para tomar posición sobre el plazo de postergación que viene del 
Senado. Hay algunos elementos que se han volcado en el día de hoy y creemos que son fundamentales 
porque es la primera vez que tenemos esta reunión. Hemos mantenido otras reuniones en la discusión 
del proyecto de ley; pero esta sesión ha sido muy sustanciosa porque se han puesto sobre la mesa 
muchos elementos válidos que algunos desconocíamos. Por las preguntas que se hicieron, se vio que 
esto era así. Por ejemplo, recuerdo la pregunta de cuál era la fecha de quiebre para solucionar este 
problema. Se dijo que la fecha era el 12 de noviembre de 1948. 


Lo que estamos haciendo es un planteo formal como bancada: pedir un plazo hasta el día martes. Pedimos a 
la bancada del Partido Nacional que en esta solicitud formal que hacemos como bancada se nos tenga en 
cuenta. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- La cortesía parlamentaria es de estilo, pero tiene que haber algún motivo 
que hasta ahora no logramos comprender. Se mezclan las dos cosas y sabemos que el fondo del asunto 
no se resuelve antes del 2 de noviembre. Eso lo tenemos todos claro acá y alguno que esté por ahí 
afuera, si estuviera escuchando. 


Entonces, ¿cuál es la necesidad de postergar la prórroga por seis meses que viene del Senado? Si hubiera un 
motivo, por favor, que se nos explicite. No se pueden mezclar las dos cosas porque sabemos que el martes 
que viene no vamos a resolver nada sobre el fondo del asunto. De nuevo vamos a estar tratando sobre la 
prórroga de los plazos. 


Si hubiera una razón, la bancada del Partido Nacional con todo gusto porque corresponde por cortesía- 
votaría el plazo hasta el martes. Pero se nos tiene que dar un motivo; de lo contrario, resolvámoslo ahora que 
es lo que estamos proponiendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos hacer una breve reflexión. 


Se trata de un tema que genera incertidumbre. Hoy vimos que con la Asociación de Escribanos vinieron las 
gremiales, lo que implica que a nivel de todas las fuerzas vivas del país hay una expectativa e inquietud. El 
espíritu amplio de esta Comisión fue recibir estas opiniones "in situ” sin haber hecho una invitación formal a 
las diferentes gremiales. Allí recogimos algo que perfectamente nos pareció interesante: la posibilidad de 
formar opinión con la consulta amplia a todos los actores. Por ello, es conveniente el tiempo que se solicita 
por parte de los interesados e involucrados en esta temática a los efectos de ver el tema de fondo. 


Por ende, ratificando la postura de los compañeros que me han antecedido en el uso de la palabra por parte 
del Partido Nacional, sería una buena señal no dilatar el tema de la prórroga y luego sí darnos los tiempos 
necesarios para discutir el tema de fondo. Si el oficialismo quiere aprobar el tema en este año, nos 
comprometemos a trasladar a nuestras bancadas respectivas la posibilidad de que no se dilate más allá de esta 
legislatura que puede ser fines de noviembre o diciembre. 


SEÑOR PEREYRA.- Quiero que quede claro otro aspecto: la tranquilidad. 


Como decía el señor Diputado Maseda, estamos solicitando una semana y está la tranquilidad de que en una 
semana no se genera ningún tipo de incertidumbre. No estamos encima de los plazos; estamos a un mes de 
ellos. Por lo tanto, este es un tema que preocupa a las gremiales, a la Asociación de Escribanos, a todos, por 
diferentes motivos. Llegamos a la misma conclusión de que nos preocupa, pero a todos por diferentes 
motivos, dejémoslo bien claro. 


El hecho de que una bancada planteé este plazo es porque necesita analizar el tema. Si bien es cierto que 
antes del 2 de noviembre no se va a avanzar, miren qué cuestiones contradictorias se nos están planteando. 
Esta discusión es muy importante porque, en realidad, estamos hablando de una ley fundamental. Hace un 


mes, la Asociación Rural nos corría con el poncho con la necesidad de modificar este proyecto. Era urgente 
porque todo lo que tenía que ver con la transferencia en la compraventa de predios estaba afectado por el 
artículo 35, por aquella modificación que hicimos en la Cámara de Diputados el año pasado y que están 
incluidas en estas modificaciones. Entonces, obviamente que tenemos tiempo y que a veces este se acota. 
Pasado un año nos dimos cuenta de que el mundo no se venía abajo. El Uruguay no se complicó; no hubo una 
estampida de gente a la que no le interesaba los negocios inmobiliarios por ese artículo. Entonces, analicemos 
las cosas como corresponde: sin generar una situación como que el mundo se viene abajo ni que no pasa 
nada; ninguna de las dos cosas. 


Ahora, pedimos una semana, pero tenemos los plazos suficientes porque el martes que viene tenemos 
Comisión a la hora 14. Seguramente, vamos a tener que votar la prórroga pero necesitamos también una 
instancia de conversación con el Instituto Nacional de Colonización. Es obvio porque es el Instituto el que ha 
logrado generar en este período avances sustanciales. Yo, en lo personal, como legislador necesito también 
tener una conversación con el Instituto. No hablo como legislador del Gobierno. Tengo que dar la derecha al 
Instituto Nacional de Colonización porque en la práctica nos ha demostrado que ha podido encaminar a un 
Instituto que hace tres años estaba enterrado; de acuerdo con las concepciones que había, ese Instituto no 
tenía razón de ser. Hoy, hay una gestión que lo ha sacado adelante, independientemente de la opinión política 
que tengamos. Acá hay cosas que son objetivas con las tierras que se han adquirido, con las tierras que se han 
desafectado, etcétera. 


En el fondo, no quiero que se sigan desafectando decenas de miles y miles de hectáreas del Instituto Nacional 
de Colonización porque, tal como decía el señor Diputado Guarino, lo que nos preocupa es el concepto 
original del Instituto, es la visión de fomento que cumple. 


Por lo tanto, tenemos esas razones y no hay chicanas ni ninguna otra cosa. Esa es la razón que planteamos: un 
tiempo que es prudencial que está totalmente dentro de los plazos y con luz para poder seguir trabajando en 
este tema. 


SEÑOR LONGO FONSALÍAS.- Quiero dejar una mención sobre el tema de discusión. El punto de 
quiebre famoso del que se hablaba, con respecto al proyecto, es real y creo que es el asunto sustancial y 
de fondo de toda esta discusión que hemos llevado en la mañana. Resuelto esto en el futuro, se termina 
el tema. 


Sin embargo, a lo que voy y me parece que es de perogrullo, es que cuando algún legislador pide la prórroga 
para analizar cualquier tema en esta Cámara, sin cuestionamientos se ha votado dicha prórroga en todas las 
Comisiones en las que he participado; inclusive, no se tiene que aclarar por qué pedimos la prórroga. Si 
tenemos que analizar temas que incumben a nuestra bancada pedimos la prórroga, que no afecta en nada ni 
genera más incertidumbre que la que ya puede existir en ese grupo de colonos, que, dispersos por algunos 
departamentos, no por todos, tiene problemas puntuales. Eso es importante saberlo porque acá tampoco se 
puede decir que la seguridad jurídica del país se viene abajo. No, hay problemas puntuales que debemos 
atacar y ver cómo resolverlos con la modificación de la ley. Pero queremos darnos un espacio de reflexión de 
una semana por una cantidad de temas que todavía no están resueltos, luego estaríamos en condiciones de 
tomar las medidas que correspondan. 


Nada más. 


SEÑOR CASAS.- Yo entiendo la posición de la bancada de Gobierno. Creo que no estamos variando 
sustancialmente ningún proyecto de ley, simplemente esta prórroga ya hace más de sesenta días que se 
pidió al Poder Ejecutivo en una minuta de comunicación directa al Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. Ahora se presenta este proyecto de ley en el Senado, es votado por unanimidad, no 
hay ninguna modificación en la que precisemos asesoramiento técnico sustancial, simplemente un 
alargamiento de los plazos. 


Soy sincero: en el departamento de San José, nuestro sector nos ha mandatado rápidamente a dilucidar este 

tema. Por otra parte, no es que se venga el mundo abajo o no, pero en todos los periódicos del departamento 
de San José está saliendo un comunicado del Instituto Nacional de Colonización sistemáticamente diciendo 
que el plazo vence el 2 de noviembre. Entonces, hay un temor lógico en los productores por que esto 


realmente se lleve a cabo. Esto es palpable, es real y están de testigo las publicaciones de todos los periódicos 
del departamento. 


Particularmente mi posición es la de ponerlo a votación en el día de hoy y se podrá reconsiderar en la 
próxima sesión a pedido de la bancada de Gobierno. Estoy pidiendo concretamente el votar esta prórroga por 
ciento ochenta días. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción planteada por el señor Diputado Casas. 


(Se vota) 


——— Tres en ocho: Negativa. 


SEÑOR PEREYRA.- Creemos que en estos temas no hay antecedentes. Nosotros estamos de acuerdo 
con la prórroga, estamos planteando un plazo en relación a discutir este tema con el organismo; ese es 
el argumento, no es otro. Yo entiendo que los legisladores vayan a sus departamentos a decir que los 
legisladores del Gobierno no acompañan la prórroga, sabiendo que eso no es así. 


SEÑOR CASAS.- El señor Diputado está suponiendo. 
SEÑOR PEREYRA.- No, no estoy suponiendo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a tratar de no hacer alusiones. 


Yo interpreto que puede ser por la inversa y por lo positivo. Tal vez uno sienta posición a favor de que 
cumplió con una postura, que no quiere decir que se quiera dejar mal parado a otro. 


SEÑOR PEREYRA.- Nosotros tenemos claro el papel que juega este tema, y por eso hablamos de la 
gestión que ha habido con respecto a Colonización, y ello no está separado de estas cosas. Lo que 
estamos planteando es el plazo de una sesión porque sabemos que hoy esto no se vota en Cámara por el 
orden del día y por los temas que tenemos. Si hacemos un acuerdo político para el martes que viene, lo 
votamos ese día. Estamos hablando de los mismos plazos. Simplemente, esta postura genera un antes y 
un después. 


SEÑOR GUARINO.- Quisiera reafirmar lo dicho por el señor Diputado Pereyra, sobre todo porque 
hay versión taquigráfica. Además, lo que debe quedar claro es que el espíritu del Frente Amplio es 
solucionar el problema y no hacer política con el tema. Por supuesto, no puedo presuponer nada ni lo 
pretendo, pero sí puedo reafirmar que nosotros tenemos el espíritu de que esto llegue a una solución; lo 
pusimos en la ley porque velamos por el interés colectivo de la sociedad. Estamos defendiendo una 
política colonizadora que logró poner al Instituto, en tres años, en una situación de distribución de 
tierras, de adquisición de tierras como hacía más de cincuenta años que no tenía. Eso es más que una 
credencial para decir que estamos preocupados, estamos jugados y queremos que para el Instituto se 
tenga la mejor legislación. Por lo tanto, me parece que es una gran descortesía del Partido Nacional 
habernos sometido a esto. En ocho años que llevo en la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca de 
la Cámara de Representantes es la primera vez que por intereses secundarios al fondo de la cosa se 
fuerce una votación. Pero así son las reglas de juego, está dentro del reglamento. Nos llegará el 
momento en que, quizás, podamos recurrir a este antecedente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer una breve reflexión. 


Si es por descortesía, hemos visto muchas descortesías en Sala también. Si es por reprocharnos descortesías 
tendríamos un largo listado que creo que no es el espíritu del Diputado ni de nosotros. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Sabe que para el Partido Nacional hay cosas que son importantes y no 
respondemos a caprichos. No podemos comprender que lo que se nos adelanta que va a ser la posición, 
no pueda ser finiquitado hoy. ¿Cuál es el motivo? Lo hemos pedido, no lo hay. Se nos habla de 


descortesía parlamentaria. Señor Presidente, hace dos semanas no pudimos discutir un proyecto 
porque se lo trajo en la mañana y en la tarde se votó, lo sacamos a la carrera, con los votos del Frente 
Amplio. Entonces, las cosas son como son. 


El Partido Nacional tiene una posición muy clara. Primero que nada, tenemos posición formada y lo hemos 
adelantado. Hay que modificar el fondo del asunto porque no es correcto ya que agrede derechos adquiridos 
legalmente y en la práctica, en los hechos, absolutamente amparados por el tiempo. No hay forma, después 
de los dichos del escribano López, que se pueda fundar por parte del Instituto de que hay derecho del Estado 
en lo que no hubo cuando rigieron las leyes, de manera que no se puede amparar esto como pretendía hacerlo 
el Instituto. El punto es que hay mucha gente que está sufriendo porque no sabe si su patrimonio es real o no. 
Nos parece que por un capricho de una semana, seguir generando esa incertidumbre a la gente no es correcto, 
no vale la pena. Si hubiera un motivo de fondo, macanudo; pero se nos dice que es para estudiar el fondo del 
asunto. Nosotros estamos diciendo, fenómeno, eso lo vamos a discutir y a tratar de solucionar, pero por qué 
no damos tranquilidad diciendo ahora claramente a la gente que vamos a dar seis meses más de plazo para 
finiquitar esto. ¿Es un capricho? El Partido Nacional no se presta. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos que considerar el régimen de trabajo a partir de la semana que 
viene. Algún compañero de la Comisión proponía las 14 horas, pero tenemos entendido que puede 
haber una sesión extraordinaria. Por tanto, podemos seguir en el régimen de la mañana o pasamos 
para el miércoles. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Creo haber entendido supongo que independientemente de las posiciones 
políticas estaremos de acuerdo en esto que la semana que viene estaría finalizando el plazo. Entonces, 
propongo que nos reunamos el día martes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa sugiere que la Comisión se reúna el próximo día martes a la hora 11. 
(Apoyados) 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- Yo propondría que en esa sesión se reconsidere el tema de la prórroga 
del proyecto de ley que viene del Senado. 


(Diálogos) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta del señor Diputado. 


(Se vota) 
——— Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


